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Mi agradecimiento por compartir este espacio a los organizadores/as del 
Seminario. Respecto a mis antecedentes, solo decir que soy feminista, arquitecta 
urbanista, vivo y trabajo en la ciudad de  Córdoba, Argentina, ejerzo la docencia 
en la Universidad Nacional de Córdoba y dirijo CISCSA (Organización no 
gubernamental que trabaja temas vinculados a  políticas públicas y los derechos 
de las mujeres). Actualmente CISCSA coordina la Red Mujer y Hábitat de América 
Latina, e integra la Comisión Huairou, coalición de redes de mujeres conformada 
en Beijng en la Conferencia sobre la Mujer en 1994.  
  
El testimonio que acabamos  de escuchar  respecto a la violencia ejercida hacia  
las mujeres es sin duda muy movilizador, y al mismo tiempo resulta reconfortante 
compartir un espacio que tiene como objetivo denunciar esta situación y buscar 
caminos para su resolución. El hecho de estar aquí reunidos es una toma de 
conciencia y un acto cívico político sobre la necesidad de dar respuesta a temas 
que nos comprometen a todos como ciudadanos y ciudadanas, nos permite 
reconocernos como una sociedad global donde el compromiso con los derechos 
humanos nos unifica y específicamente los derechos humanos de las mujeres. Las 
feministas de América Latina nos hemos apropiado de una frase del sociólogo 
portugués Boaventura  de Sousa y reformulado la misma para decir  Tenemos 
derecho a exigir igualdad cuando la desigualdad nos inferioriza, pero tenemos el 
derecho de reivindicar las diferencias cuando la igualdad nos descaracteriza, nos 
oculta o nos desconoce. Considero que este es el punto de partida  para tratar un 
tema como es la vivencia de la violencia en la ciudad y que como expresó ayer 
Juanita Barreto está  marcada en los cuerpos de varones y mujeres de manera 
diferente. 
 
Este panel en el cual debo realizar mi exposición se tituló Cooperación Ciudad - 
Ciudad, y en este sentido,  como coordinación de la Red Mujer y Hábitat de 
América Latina quiero  hacer mención al Programa Regional implementado en 
Colombia, Perú, Argentina y Chile con el apoyo de UNIFEM. Los proyectos y 
acciones derivadas de dicho Programa tienen en común el reconocimiento de la 
violencia ejercida hacia las mujeres en nuestros países y la necesidad de producir 
conocimientos sobre una problemática sobre la cual hay mucho por hacer aún y 
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que constituye un desafío por la complejidad que implica en el contexto de la 
violencia social, económica y política y donde la violencia de género es constitutiva 
de estas otras violencias. El Programa tuvo como motivación principal, a partir del 
reconocimiento de los distintos tipos de violencias en nuestra sociedad y sobre las 
mujeres en particular,  la búsqueda  de respuestas alternativas a las meramente 
autoritarias que caracterizan por lo general las acciones de las instituciones 
públicas de nuestros países. En cada país, la violencia de género está atravesada 
por condiciones particulares. En el caso de Colombia,  marcada por el accionar de 
los actores armados, el trabajo se focalizó principalmente  en la búsqueda de la 
resolución pacífica de conflictos, involucrando fundamentalmente las mujeres de la 
comunidad del eje cafetero como asimismo trabajando con las alcaldesas de dicho 
territorio; en el caso del Perú, el proyecto está también fuertemente anclado en las 
organizaciones comunitarias de mujeres, trabajando con los alcaldes del lugar;  en 
el caso de Chile la mirada está puesta desde un enfoque de género, en el 
programa de seguridad a nivel nacional que seguramente impactará fuertemente 
las decisiones de los gobiernos locales; en el caso de Argentina, en la ciudad de 
Rosario, una ciudad de un millón de habitantes con una gestión socialista de más 
de 12 años de  gobierno, con un Área de la  Mujer institucionalizada, y que cuenta 
con un consejo consultivo conformado por las  organizaciones de mujeres de la 
comunidad, el proyecto ha puesto el énfasis en la construcción participativa de 
estrategias para afrontar la violencia en la ciudad bajo el lema “Ciudades seguras 
para las mujeres, ciudades seguras para todos”. Estos proyectos han implicado 
distintas miradas por las condiciones específicas de cada país y poner a prueba 
metodologías y procesos de trabajo diversos. No es mi intención dar aquí 
definiciones ni respuestas, sino poner en común las reflexiones vinculadas a la 
construcción de un  tema que todos reconocemos como importante y necesario de 
ser abordado ya que la violencia cualquiera sea ésta, constituye una violación a 
los derechos fundamentales de las personas y a los derechos humanos de las  
mujeres en particular. 
 
Hoy es el segundo día de trabajo en el contexto de este Seminario Internacional, y 
los/as colegas que me precedieron hicieron referencia ya a muchos de los  
aspectos sustantivos implicados en la problemática de la violencia hacia las 
mujeres, lo cual coloca a quienes proseguimos en las exposiciones en el 
compromiso de no reiterar  conceptos y  poner el énfasis en otros aspectos que 
nos permitan avanzar. Sin embargo, retomaré algunos temas que considero 
importantes y que por ser resultado de los trabajos que se han realizado  en los 
países que mencioné, aportan argumentos para afirmar que la problemática de la 
violencia es compartida en sus causas y manifestaciones. El programa regional al 
que hice referencia no ha partido de cero ya que existen antecedentes de trabajo 
en esta línea, sin embargo la especificidad del mismo es aportar al  conocimiento 
de la realidad de América Latina, conscientes de que  tenemos problemas en 
común con  otras regiones, pero también aspectos que nos diferencian.  
 
Hablar de violencia en América Latina, implica hacer mención en primer lugar a la 
violencia socio-estructural que impone a altos porcentajes de población a vivir en 
la pobreza y marginación  erosionando su condición de ciudadanos; en segundo 
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lugar, a la violencia que se expresa en la escena pública calificada como delito e 
infracción;  y en tercer lugar a la violencia represivo - punitiva que surge como 
respuesta socio-institucional a la anterior.  
 
Cuando hablamos de la escena pública, de la violencia urbana, estamos 
reconociendo la ciudad como el territorio principal de las interacciones sociales y 
esto significa al mismo tiempo hablar de los gobiernos locales como responsables 
principales para liderar o promover procesos que signifiquen construir ciudades 
desde un proyecto más equitativo. En este sentido, resulta necesario hacer 
referencia a las dinámicas de las ciudades de América Latina, las cuales están 
ligadas estrechamente a las condiciones que impone la intensificación de la 
economía de mercado en el mundo. En este contexto,  la planificación de las 
ciudades ha sufrido transformaciones, algunos autores hablan de nuevos 
paradigmas, donde las ciudades son pensadas compitiendo entre sí para atraer 
capitales externos, en función de las ventajas comparativas que ofrezcan: 
infraestructura, mayores servicios, comunicaciones, tecnología, pero también 
mano de obra más barata y legislaciones ambientales permisivas. En este sentido, 
los gobiernos locales son responsables de las inversiones que realizan en el 
territorio bajo su jurisdicción, es decir si el impacto de dichas inversiones 
privilegian a algunos sectores de la sociedad o bien al conjunto de los 
ciudadanos/as. 
 
 Es en el territorio donde los conflictos sociales y de intereses se expresan y los 
gobiernos locales tienen un rol preeminente en la mediación de éstos. Por 
ejemplo, áreas urbanas que se renuevan y por lo tanto aumenta su valor  
inmobiliario, atrayendo a su vez actividades de mayor rentabilidad. Se trata de 
evaluar quien capitaliza la renta generada a partir de las inversiones del Estado, y 
cuales son las consecuencias en la calidad de vida de los habitantes  de los 
sectores urbanos a renovar y de los ciudadanos en general. Un ejemplo de esto es 
la renovación de áreas centrales de las ciudades latinoamericanas con valor 
histórico y patrimonial que a veces  se renuevan expulsando a sus habitantes, y 
generando  problemáticas sociales que no siempre son consideradas ni 
suficientemente valorado su impacto social. Por lo tanto, hablar de calidad de vida 
en la ciudad y la oferta de  servicios que la posibilita, significa reconocer las 
necesidades diferenciadas de sectores sociales según sus posibilidades reales de 
acceso a los servicios (costos y tiempos),  implica reconocer también los 
requerimientos diferentes según la edad de las personas (jóvenes, ancianos, 
familias con niños pequeños) que dependen de distintos tipos de servicios;  la 
realidad de sectores con problemáticas específicas (migrantes, desplazados) y 
fundamentalmente las diferencias entre varones y mujeres producto de su 
inserción diferenciada en la sociedad, por los roles asignados a unos y otras que 
se traduce en una relación y apropiación diferente de la ciudad. El área central de 
una ciudad,  puede presentar respecto a otras zonas urbanas, ventajas para la 
vida cotidiana de personas ancianas, o mujeres con hijos pequeños con 
dificultades de desplazamiento. Se trata de una sociedad heterogénea, desigual 
en sus posibilidades de acceso a la riqueza por un lado y por otro con 
requerimientos diferentes según sexo, etnia, edad, inserción social, y en este 
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sentido con demandas que no se pueden homologar sin riesgos de generar mayor 
desigualdad. 
 
Al inicio de esta exposición hacíamos mención a las distintas expresiones de 
violencia: económica, cultural, social, política, y la violencia de género  
atravesando las mismas,  como correlato y continuidad de la desigualdad y 
subordinación de las mujeres en todas las sociedades independientemente de su 
sistema político y económico. La violencia ejercida sobre las mujeres es una 
violencia compartida por distintos países, ricos y pobres, lo que significa 
desmontar  el estigma que  vincula la violencia ejercida sobre las mujeres con los 
países pobres y con los sectores sociales más marginados, porque está 
demostrado que los hombres que ejercen violencia sobre las mujeres son en 
general  hombres socializados, e incluso un significativo porcentaje posee estudios 
universitarios. Se trata de pautas culturales arraigadas en el sistema patriarcal que 
constituye la base de nuestras sociedades, y son las transformaciones culturales a 
las que tenemos que apelar para remover comportamientos y conductas basados 
en la dominación y subordinación de las personas. La sensibilización de la 
sociedad sobre esta realidad, requiere  argumentos y conocimientos que legitimen 
las demandas de cambio, en particular si se trata de demandas desde las  
mujeres.  
 
 Para ejemplificar, quiero hacer mención a un estudio realizado en cinco ciudades 
del Mercosur con apoyo de UNIFEM y que coordinamos desde CISCSA 
(Argentina)1. Se trata de una encuesta sobre el uso del espacio público por parte 
de varones y mujeres, donde interesaba indagar, además,  acerca de los cambios 
o permanencias de determinadas conductas, de los comportamientos  que la 
sociedad asigna a varones y mujeres y las ideas subyacentes que podrían 
sustentar las explicaciones acerca de las violencias ejercidas sobre las mujeres. 
Los resultados mostraron que en una clasificación que diferenciaba respuestas 
progresistas y conservadoras en sus distintos matices, las mujeres eran en 
promedio más progresistas que los varones, pudiendo reconocer cambios en las 
maneras de pensar,  aun con variaciones entre las distintas ciudades.  Sin 
embargo, sorprendió verificar que aún subsisten en nuestras sociedades fuertes 
pautas culturales que resultan discriminatorias para las mujeres, tales como el 
“deber” casi excluyente de éstas, de priorizar la crianza de los hijos sobre su 
actividad personal (profesión, trabajo), o bien la responsabilidad de las mujeres a 
la hora de ser víctimas de violencia en la ciudad ( por su forma de vestir, o los  
horarios y lugares públicos por donde transitan). La forma de socialización de 
niños y niñas es un aspecto determinante para la utilización y apropiación del 
espacio; hay estudios que demuestran que las niñas tienen menos permisos para 
moverse y circular solas en el barrio y en la ciudad, o lo hacen en edades más 
tardías que los varones (andar en bicicleta por el barrio), por lo general salen 

                                                 
1 Las ciudades donde se aplicó el estudio fueron  Rosario y Mendoza (Argentina), Montevideo (Uruguay), 
Asunción (Paraguay), Talca (Chile). Programa Indicadores Urbanos de género. Coordinación CISCSA, con el 
apoyo de UNIFEM. 
2002-2003 
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acompañadas o se las educa infundándole el temor de lo público y de desplazarse  
solas, etc. Estos son, sin duda, aspectos a considerar cuando hablamos de 
promover transformaciones culturales.  
 
Otro tema importante a señalar, es que cualquier situación de violencia sufrida por 
una mujer impacta en el colectivo de mujeres, es decir que actúa como inhibitorio 
para el conjunto. En la ciudad de Rosario, Argentina,  una trabajadora sexual fue 
asesinada, y lo relevante es la vinculación del asesinato con la participación activa 
de la víctima en el sindicato al que pertenecía. Es decir, que el mensaje asocia 
participación con represalia. Los impactos sociales, económicos y psicológicos de 
las restricciones que las mujeres sufren ya sea por la experiencia de la violencia o 
la percepción de inseguridad y por lo tanto el temor asociado a ésta, se transforma 
en un condicionante para transitar y apropiarse de la ciudad y por lo tanto para 
participar de distintas actividades como  ciudadanas. Asimismo,  hay estudios  que 
muestran la incidencia en la economía de los países de la violencia, 
particularmente intrafamiliar. Son trabajos que aportan a clarificar las 
consecuencias del flagelo de la violencia y que sería necesario complementar con 
estudios sobre los impactos psicológicos en los seres humanos y concretamente 
en las mujeres, del temor y  la percepción de inseguridad en relación al ambiente 
en el que viven, y cómo esta realidad que afecta la vida de las personas impacta 
las relaciones sociales en general.  
 
Ha habido avances significativos en las legislaciones internacionales y nacionales, 
gracias a los esfuerzos de las organizaciones de mujeres, respecto a la 
penalización de la violencia, fundamentalmente la violencia familiar: reconocer 
como un problema social un problema que se circunscribía a la vida familiar 
privada. Pero como todos los logros, el tiempo plantea reformulaciones y nuevos 
avances a partir de la evaluación de los impactos producidos. En este caso se 
trata de alertar respecto a que la violencia “familiar” no desdibuje nuevamente la 
violencia hacia las mujeres y por otro avanzar en lo que la convención de Belén do 
Pará ya plantea, cuando define la violencia como la que se ejerce en el ámbito 
privado y en el  público. Esta definición es abarcativa, por un lado, de la 
vinculación del agresor con la víctima de violencia (cercana a su ámbito afectivo o 
no perteneciente al mismo), y por otro, el ámbito físico donde la agresión se 
produce: el hogar,  la calle u otros espacios públicos.  
 
La invisibilización de la violencia ejercida sobre las mujeres es un dato de la 
realidad del que da cuenta el subregistro de estadísticas de delitos o los mensajes 
institucionales que subestiman el temor de las mujeres, argumentando que las 
cifras de delitos han disminuido, resultado, por ejemplo, de la implementación de 
políticas y acciones específicas. Sin embargo, lo que no consideran dichas 
estadísticas es que las cifras responden a una concepción del delito circunscripta 
a robos a la propiedad privada o a violencias y muertes en el contexto de 
conflictos sociales, donde la violencia ejercida sobre las mujeres no está incluida 
(agresiones, violaciones, muertes, etc) o no suficientemente registrada. Esta 
invisibilización plantea la necesidad de reconocer los mecanismos a través de los 
cuales se produce esta ausencia. El desconocimiento de los distintos tipos de 
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violencia que las mujeres experimentan en su vida cotidiana es uno de esos 
mecanismos; la subestimación y culpabilización de las violencias que sufren; la 
violencia asociada a determinados grupos de mujeres: pobres, jóvenes, 
trabajadoras sexuales, cuando en realidad sabemos que la violencia de género se 
produce en todas las clases sociales y que las mujeres mayores de edad e incluso 
ancianas, son objeto de agresiones y violencias. Estos estereotipos implican una 
mirada errónea sobre la realidad, que se traduce también en respuestas ineficaces 
para revertir situaciones de violencia.  
 
Cuando analizamos acciones institucionales dirigidas a dar solución a la 
problemática de la violencia hacia las mujeres podemos distinguir, en general,  
concepciones asistencialitas, es decir  que se actúa una vez que el hecho de 
violencia se ha consumado; enfoques victimistas, donde las mujeres son 
consideradas solo como víctimas y no como sujetos autónomos que debieran 
tener la palabra privilegiada en el diseño de políticas públicas de prevención de la 
violencia que se ejerce sobre ellas. Asimismo, si bien se crean organismos 
específicos para atender situaciones de violencia,  no se trabaja suficientemente 
sobre la sensibilización y capacitación de todos los estamentos institucionales 
involucrados,  y se da el caso de la policía u otros ámbitos de la justicia donde los 
responsables de receptar denuncias y contener a las mujeres, implica para las 
mismas otra instancia de violencia, lo que sumado a la no penalización del 
agresor, es un aspecto inhibitorio para la efectivización de las denuncias.  
 
Asimismo,  las ideas que prevalecen sobre las situaciones de agresión que sufren 
las mujeres, apelan nuevamente a ellas para evitar o prevenir la misma, 
adjudicando como causal de violencia las propias conductas o comportamientos o 
generando una mayor reclusión y pérdida de autonomía de las mujeres al 
promover, como ya expresáramos, no “exponerse” circulando por determinados 
lugares o a ciertas horas, o bien transitar acompañadas. 
 
Las respuestas a la violencia en las ciudades se da en un contexto de tensión en 
la sociedad que oscila entre la demanda al Estado y el cuestionamiento al mismo 
por la ineficiencia en las respuestas. Al mismo tiempo, coexisten las  demandas de 
soluciones autoritarias, justicia por propia mano (los linchamientos recientes en 
Perú por parte de sectores de la comunidad) hasta la búsqueda de respuestas 
consensuadas entre gobiernos locales,  ciudadanos y ciudadanas, alternativas a 
las acciones represivas y que apuntan al fortalecimiento de la participación 
ciudadana y la consolidación de una sociedad más equitativa y solidaria. Las 
respuestas autoritarias y represivas enfrentan a distintos sectores sociales entre 
sí, por un lado sectores fuertemente estigmatizados: los que viven en la calle, 
migrantes, provenientes de zonas marginales, trabajadoras sexuales, etc. y  por 
otro, sectores sociales que se perciben como objeto de la violencia de aquellos. 
En Córdoba, Argentina expertos estadounidenses promotores de la tolerancia 
cero, señalaban que la imagen de los niños y niñas de la calle era una de las 
causales de la percepción de inseguridad ciudadana.  El territorio, nuevamente  
como espacio de conflicto. En esta línea podemos hacer mención a la disputa del 
espacio público, entre vendedores de la calle y el comercio formal. En países 
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donde una gran parte de la población sobrevive con el comercio informal, éste no 
es un problema irrelevante. Debemos decir también que un alto porcentaje de 
trabajadores informales son mujeres y son mujeres en situación de calle 
doblemente vulneradas, por el tema económico y por el tema de la violencia 
personal y de sus hijos pequeños que por lo general las acompañan ya que  las 
mujeres complementan la actividad de sobrevivencia y la responsabilidad del 
cuidado.  
 
Si bien consideramos que una ciudad más  segura se basa en la promoción de los 
derechos ciudadanos y  de las mujeres en particular, no debemos dejar de 
considerar otras herramientas que sin duda aportan a la creación de ambientes 
más seguros. Una de estas herramientas es la planificación física del territorio. El 
espacio, su conformación y atribuciones  no puede resolver por sí mismo el 
problema de la violencia, pero tampoco es neutro y  puede contribuir a promover 
mayor seguridad o de lo contrario favorecer los hechos delictivos. El espacio, sus 
atributos, son en última instancia las relaciones sociales que posibilita. Un espacio 
público que fortalece las redes sociales, que promueve la interacción social, que 
identifica a los ciudadanos y ciudadanas con su barrio y ciudad, es sin duda un 
espacio cuya percepción de inseguridad será menor. En este sentido, el espacio 
tiene tres aspectos a considerar desde las políticas públicas:  1) la calidad y las 
características físico espaciales del mismo, 2) las  actividades que se realizan en 
él 3) quienes utilizan el espacio. Los dos últimos aspectos dependen en gran 
medida del primero. 
 
Compartimos con las geógrafas y sociólogas urbanas que fueron las pioneras 
hace más de dos décadas en aportar una mirada de género a la ciudad, que el 
territorio no es neutro de género. A manera de ejemplo podemos citar que la 
calidad de vida se mide entre otras cosas, por el mayor o menor acceso a las 
actividades y servicios en general y que esto depende del acceso al transporte 
público y la calidad de los traslados que posibilita. Esto supone conocer que las 
mujeres en mayor proporción que los varones realizan simultaneidad de 
actividades complementando responsabilidades domésticas y laborales 
remuneradas, lo que  implica utilización de guarderías, lugares de abastecimiento, 
centros de salud, recreación de niños. Es decir que los recorridos de varones y 
mujeres pueden diferir no solo espacialmente sino en los horarios de traslado. Por 
lo tanto, conocer cómo y donde se trasladan ciudadanos y ciudadanas es una 
condición indispensable para planificar eficientemente las redes de transporte 
público. La seguridad es hoy un atributo importante del espacio y en el caso del 
transporte, con el cual estamos ejemplificando, implica tener en cuenta todos los 
componentes del sistema en su conjunto: los sitios de espera, la iluminación de los 
mismos, las características de los trayectos a los puntos de acceso,  etc. Desde 
las políticas urbanas el diseño de estos aspectos son condicionantes de la 
percepción de seguridad-inseguridad y vitales para promover u obstaculizar la 
movilidad de las personas y de las mujeres en particular, las cuales se sienten 
particularmente expuestas a  situaciones de agresión en espacios abandonados y 
sin  control social. 
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Los aspectos señalados hasta aquí vinculados a una ciudad sin violencia hacia las 
mujeres, no pretenden ser los únicos ni excluyentes, son solo algunos puntos a 
compartir para aportar al debate. Se trata de una problemática  compleja y  
multidimensional, que implica aspectos  socioculturales, donde la asistencia a las 
víctimas, la prevención de la violencia y la promoción de los derechos es un 
proceso que tiene que ir indisolublemente  ligado. Asimismo, es necesario  
incorporar los diferentes puntos de vista de los grupos sociales que habitan la 
ciudad y de varones y mujeres, para el diseño de estrategias que aporten a la 
construcción de  ciudades seguras.  En el caso de Rosario, Argentina donde 
trabajamos conjuntamente con el Area Mujer del municipio (alcaldía) primero en el 
diagnóstico, luego la capacitación  y posteriormente  la búsqueda de posibles 
soluciones, se convocó a funcionarios/as, mujeres y varones de distintos sectores 
sociales, académicos, organizaciones de mujeres, niños y niñas de la calle, 
trabajadoras sexuales, entre otras. Interesaba conocer la percepción de la 
sociedad respecto a la violencia en la ciudad y hacia las mujeres en particular, 
incorporando también la población generalmente  estigmatizada como causal  de 
violencia. Las propuestas que surgieron de la experiencia de Rosario apuntan a 
reforzar los lazos ciudadanos, potenciar los recursos institucionales existentes y 
redes especialmente comprometidas con las mujeres y generar experiencias de 
diseño urbano y mejoramiento de la infraestructura barrial que incorpore a las 
mujeres como las principales protagonistas.  
 
Esto nos remite a la necesidad de que las políticas públicas y en particular las 
políticas urbanas, incluyan la perspectiva de género, para lo cual es necesario 
arbitrar los medios y las metodologías para garantizar la participación cierta de las 
mujeres que posibilite incidir en el contenido de programas y proyectos; la 
capacitación a los técnicos/as que diseñan las políticas;  y por último implementar 
mecanismos de evaluación que monitoreen los cambios o los efectos de las 
acciones que se implementen, sobre la calidad de vida de las mujeres. 
  
El tema que nos ocupa, la violencia hacia las mujeres,  requiere sin duda del 
compromiso de la sociedad en su conjunto para remover los obstáculos culturales 
que sostienen la misma, pero los gobiernos locales tienen  una posibilidad cierta a 
través de las políticas públicas de aportar a la construcción de ciudades más 
solidarias y seguras.  
Gracias. 
 


